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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Abdala, Daniel Bianchi y Artigas Melgarejo. 


ASISTEN: Señores Representantes Roque Arregui, Miguel Asqueta Sóñora, Rodrigo Goñi Romero, 
Gonzalo Novales y Paola Pamparatto. 


INVITADOS: Por grupo de retirados de "Montevideo Refrescos S.A.": señores Raúl Berti, Juan Molina y 
señora María Marset y doctor Luis Manzoni, asesor. 


Por los ex trabajadores de las Represas Hidroeléctricas de Salto Grande: señores Ruben 
Layes, Benjamín Moreira, Hugo Aplanalalp; y señora María Alejandra Francis; y por 
Palmar: señores Juan Carlos Blasichi, Walter Nogue y Néstor Rial. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene el agrado de recibir al Grupo de Retirados de Montevideo Refrescos 
S.A. En esta oportunidad nos visitan la señora María Marset, el doctor Luis Manzoni y los señores Raúl Berti 
y Juan Molina. 


Cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 
SEÑOR BERTLI.- Muchas gracias por recibirnos. 


Hemos acudido debido a la situación que están viviendo algunos compañeros de Montevideo Refrescos S.A., 
ante un conflicto producido con el BPS. 


Si se me permite, quisiera que nuestro asesor jurídico explique la real situación. 


SEÑOR MANZONTI.- Es un gusto estar aquí. Como abogado he patrocinado a algunos integrantes de 
la Asociación de Retirados de Montevideo Refrescos S.A., en casos en los cuales entendí que se 
configuraron jubilaciones erróneamente dadas en perjuicio de estas personas. 


A raíz de eso, primero se efectuó un trámite administrativo y se hicieron las consultas que yo recibí 
oportunamente, ya que esos trámites fueron obstaculizados en forma sistemática y permanente por el 
personal del Banco de Previsión Social, hasta que mi intervención letrada logró destrabarlos y se hicieron las 
modificaciones o reformas jubilatorias. Estas reformas solo les dio derecho a mis patrocinados a cobrar 
haberes generados desde la fecha en que las habían solicitado. Como en esos casos las jubilaciones fueron 
dadas erróneamente porque se aplicaron las normas más desfavorables en lugar del principio protector: las 
normas más favorables, tal como corresponde en el derecho de la seguridad social, luego de que se les 
reconoció el derecho a la reforma, se pidió que se les pagara como indemnización la diferencia entre lo que 
cobraban y lo que debían percibir desde la fecha de la solicitud de la reforma, mediante acciones de 
reparación. Me refiero a la diferencia desde el momento en que se configuraron los respectivos ceses de cada 
uno, porque desde allí tienen el derecho. 


Hace poco tiempo se falló un primer caso en segunda instancia, que había sido desestimado en primera 
instancia. Como expliqué, todos estos casos tienen ese común denominador de tratarse de jubilaciones, a mi 
juicio erróneas. Esas personas fueron jubiladas como patronos; y ahí salta a la vista el grueso error de las 
jubilaciones cuando, en realidad, todos cumplieron más de treinta y cinco años de servicios ininterrumpidos 
para Montevideo Refrescos S.A., además con excelentes asignaciones computables que pagaba la empresa y 
ellos, teniendo en cuenta el nivel de sus remuneraciones. Consecuentemente, ante ese primer fallo 


desestimatorio se apeló la sentencia, y ahí surge un problema que en mi larga vida profesional no me había 
tocado encarar, por lo menos con caracteres tan claros y verdaderamente patéticos, cuando un Tribunal de 
Apelaciones desconoce todo lo hecho en la primera instancia, es decir, todos los puntos y los argumentos 
ventilados en primera instancia, violando una norma prohibitiva del Código General del Proceso, el 

artículo 357.2, que dice que el Tribunal no podrá fallar en segunda instancia, sino en base a puntos que hayan 
sido planteados en la primera. Además, cada uno de los tres integrantes del Tribunal colaciona un argumento 
absolutamente nuevo para llegar a un fallo confirmatorio de la sentencia de primera instancia. 


De manera que se incurrió en una nulidad realmente grave, por haber fallado en base a nuevos puntos nunca 
antes considerados por el Tribunal inferior. Esto demuestra el peso corporativo que se le quiso dar a la 
sentencia de segunda instancia porque, como todos sabemos, fue innecesario que cada uno de los tres 
Ministros colacionara su propio argumento: hubiera bastado con que dos lo hicieran para que el fallo 
igualmente estuviera asegurado. Pero reitero que en este caso los tres colacionaron tres argumentos; 
aparentemente por lo menos en mi interpretación quisieron darle un peso corporativo a la sentencia. 


A raíz de esto, inmediatamente interpongo una demanda incidental de nulidad contra ese fallo debido 
principalmente aunque no de forma exclusiva a esa violación del principio prohibitivo que dice que el 
Tribunal no puede colacionar nuevos argumentos para decidir en la segunda instancia que es meramente 
revisiva de la anterior, y al final de la demanda incidental de nulidad, naturalmente recuso al Tribunal. El 
mismo Tribunal no podía entender en una demanda cuyo objeto eran las nulidades cometidas por el propio 
Tribunal, por el principio más esencial del proceso de que nadie puede ser Juez en causa propia. Ahora bien: 
extrañamente ante la recusación que hasta el momento se había respetado siempre: a la menor sospecha de la 
parte de falta de imparcialidad u otra causal de recusación, los Jueces o los Tribunales uruguayos siempre 
habían dado un paso al costado para darle intervención al Tribunal subrogante que corresponde el Tribunal se 
aferra a la idea de entender en la elucidación de sus propias nulidades. 


El primer asunto es el de uno de los retirados que hoy no se encuentra presente, porque vive bastante lejos, el 
señor José Luis Quírico Díaz, nos quedamos sin Tribunal, porque si no hay un Tribunal imparcial, no existe 
un tercero que tenga la posibilidad de decidir válidamente en ningún juicio en ninguna parte del mundo y 
tampoco en el Uruguay. Ese incidente recusatorio ha pasado, como corresponde, al Tribunal superior que en 
este caso es la Suprema Corte de Justicia. Allí hicimos una ronda, por lo menos con tres de los señores 
Ministros, explicando someramente lo que estoy manifestando a los señores parlamentarios. 


Acudimos a este ámbito teniendo en cuenta la vertiente que involucra a los cometidos de esta Comisión que 
es, justamente, la seguridad social, porque el Banco de Previsión Social, por lo menos en estas situaciones 
que me ha tocado atender, ha evidenciado una total falta de sensibilidad y un apartamiento de las normas de 
la seguridad social y, sobre todo, de los principios que rigen en nuestro ordenamiento, a saber el principio 
protector: la aplicación de la norma más favorable. Sinceramente, debo decir a los señores parlamentarios 
que tengo la convicción de que estamos asistiendo a un problema de gravedad institucional para todos los 
retirados y yo diría que para todos los justiciables, al ser bastante claro que ningún Tribunal de Justicia puede 
actuar de la forma en que lo hizo este Tribunal, si no es como consecuencia de una presión que pudo haber 
recibido, más allá de las razones, buenas, malas o regulares que pueda haber tenido quien lo haya presionado. 
Ahora estamos esperando una definición acerca de la recusación para que el Tribunal se aparte y tengamos un 
Juez imparcial para decidir. 


He explicado someramente lo esencial que corresponde a mi cargo. Las situaciones que yo he atendido tienen 
ese común denominador y creo que la actitud del Tribunal que falló en este primer caso está demostrando la 
claridad del planteo que se hizo en la demanda de reparación solicitando indemnización, como corresponde, 
por las diferencias no percibidas a raíz de jubilaciones erróneas. 


SEÑOR BERTI.- En verdad quedó muy clara la exposición del doctor Manzoni sobre la problemática 
de estos compañeros que, después de tanto tiempo de trabajo, se encuentran en esa situación 


Nos encontramos ante una cantidad de injusticias que se están cometiendo en el BPS en cuanto a los aportes 
que se han realizado durante el período trabajado por el propio trabajador y por la empresa. Ante eso, estamos 
aportando información y evaluando el momento de hacer un planteo de fondo sobre esos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A cuántos ciudadanos afecta esta situación? 


SEÑOR MANZONL.- Yo he atendido siete casos que tienen el común denominador al que me referí 
anteriormente; son situaciones muy análogas. Todas son jubilaciones, a mi juicio erróneamente dadas, 
en las que se omitió la aplicación de la norma más favorable y, consecuentemente, del principio 
protector del derecho de la seguridad social. En todos los casos se hicieron las reformas jubilatorias 
que fueron sumamente trabajosas a raíz de los obstáculos administrativos realmente absurdos puestos 
por el personal del Banco de Previsión Social y al final, con las intervenciones oportunas que pudimos 
tener en la vía administrativa, pudimos sacar esas jubilaciones, pero acotadas al límite al que me 
refería antes. En definitiva, sacamos la reforma y todos mejoraron su monto o su asignación 
jubilatoria. Confieso que todavía no he revisado si las reformas de cada uno fueron hechas 
correctamente o no, porque inmediatamente me aboqué a presentar las demandas de reparación por 
todo el período, entre el cese y la reforma, en que se da un lucro cesante relativamente importante; 
tampoco es una suma de dinero muy grande la que se solicita por cada uno. 


Debido a mi experiencia debo decir a los señores parlamentarios algo que seguramente ya saben. Sospecho 
que debe haber un número mayor de jubilaciones en condiciones similares a las de mis patrocinados. Tengo 
una presunción fuerte, vehemente, de que eso está sucediendo, porque los hechos que les he comentado sobre 
la Justicia así me lo hacen ver. Ya me lo había hecho ver antes esa carrera de obstáculos absurdos puestos en 
la gestión que cada uno hizo de la reforma jubilatoria. Ante eso podríamos predicar que eventualmente esta 
sería una situación con carácter generalizado, que requeriría del equilibrio y de la equidad del legislador para 
que, sin mengua del interés general y financiero manteniendo la fortaleza financiera del sistema de seguridad 
social, se pueda conjugar con la justicia que merecen los casos concretos. 


SEÑOR MELGAREJO.- Yo creo que el doctor Manzoni ha sido muy claro. De toda su exposición se 
desprende que detrás de esto pueden haber determinadas presiones que, de alguna forma, dan razón 
de ser a este tipo de fallos que ha tomado la Justicia en torno al tema. 


Ahora bien: no alcanzo a comprender y me gustaría que me lo dijeran concretamente qué papel jugamos los 
legisladores en este tema: qué rol puede tener el Parlamento, la Cámara de Diputados en un asunto que de 
alguna forma aún se está dilucidando en el marco de la Justicia. Sinceramente, hasta tanto no haya una 
situación definitiva y realmente tengamos elementos para interceder de alguna manera ante el Banco de 
Previsión Social conociendo con mayor profundidad la historia y determinando cuáles son los caminos a 
tomar, para dialogar con una posición diferente a la que tenemos ahora no veo cuál puede ser nuestro papel. 
En ese sentido, quisiera saber en qué medida nuestros invitados piensan que esta visita puede ser provechosa 
y cómo puede interceder esta Comisión ante estas situaciones que catalogan de injustas. Evidentemente algo 
ha habido, porque si se han revisado todos los casos y hubo reformas, eso significa lisa y llanamente que en 
primera instancia se actuó de una forma incorrecta, es decir que se jubiló a la gente en el marco de algo que 
no era lo correcto. | Después hubo que revisar y tratar de buscar una medida que se ajustara más a sus 
reclamos. 


Reitero: no veo cuál es el papel que podemos jugar nosotros, como Comisión, en el tema que los trae en la 
mañana de hoy; si me lo pueden aclarar, se los agradecería mucho. 


SEÑOR MANZONLI.- Lo que dice el señor Diputado es absolutamente razonable y ajustado al esquema 
institucional uruguayo. Quiero aclarar al señor Diputado que con los integrantes de la Asociación lo 
primero que encontramos necesario hacer fue ponerlos en conocimiento de una situación. Nosotros no 
venimos a pedir nada, porque le haría muy poco honor a mi profesión si pretendiera alguna 
intervención parlamentaria en asuntos de la Justicia. No; se trata de poner en conocimiento del 
Parlamento el alcance de estas situaciones de erróneas jubilaciones, realmente injustas lo que 
obviamente podría ameritar otras reuniones, como se había desprendido antes de la pregunta del señor 
Presidente, que han ido al ámbito judicial y podrían ir algunas otras; parecería que ese fuera el temor 
y este podría verse presionado de alguna manera; o bien no presionado pero haciendo una política en 
el sentido no partidario, una política propia, lo cual existe. Existe una política judicial; el Juez también 
es un funcionario del Estado. También podría haber una autocensura judicial. 


Desde luego que comparto la posición del señor Diputado Melgarejo, que no es abstencionista sino 
respetuosa del principio de separación de Poderes. Más allá de eso, muy modestamente entiendo que a raíz de 
la situación que les he narrado que existe con el Banco de Previsión Social, sería del caso que la Comisión a 


la que podría ilustrar en forma documentada si así lo requiriera, por la colaboración que esta merece solicitara 
más información para conocer la situación a fondo y así vislumbrar la posibilidad de pergeñar soluciones 
legislativas que logren como lo dije hace un momento un equilibrio entre el interés general, naturalmente 
ínsito en un servicio tan importante como el de la seguridad social sobre todo la pública, y los casos 
concretos que se suscitan por situaciones muy puntuales en las cuales se han dado determinadas injusticias 
que ameritan indemnizaciones o cobro de dinero, según fuere el caso. Es solo a esos efectos porque, en 
definitiva, si algo resultara de eso el sistema total de garantías ganaría, empezando por el propio principio de 
separación de Poderes. 


En la medida en que el legislador, a raíz de esta punta de madeja, prevea estos problemas y los encare tarde o 
temprano lo va a tener que hacer, como se desprende también de las palabras del señor Diputado, se 
preservará la independencia del Poder Judicial. Obviamente, si todos fueran como el señor Diputado 
Melgarejo no habría ningún problema: se preservaría esa independencia y no nos veríamos abocados a 
situaciones de cierta gravedad institucional como la que estamos viviendo actualmente a raíz de estos casos 
de los jubilados. Pero eso requiere altura legislativa, y la altura legislativa requiere conocimiento de estos 
problemas por parte de la Comisión de Seguridad Social. Por eso vinimos a poner en conocimiento de 
ustedes estas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación su concurrencia y el habernos enterado de una 
temática que desconocíamos. 


Como primera medida, enviaremos la versión taquigráfica de esta sesión al Directorio del BPS, por lo menos 
para que tome conocimiento de que el Parlamento está enterado de esta situación. 


SEÑOR MANZONI.- No es una presión pero casi implícitamente supone una intervención apropiada, 
delicada y respetuosa precisamente del principio de separación de Poderes, lo cual puede traer muchos 
beneficios para todos. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación del Grupo de Retirados de Montevideo Refrescos S.A.) 


(Ingresa a Sala una delegación de ex trabajadores de las represas de Salto Grande y Palmar) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida a la señora María 
Alejandra Francia y a los señores Ruben Layes, Benjamín Moreira, Hugo Aplanalp, Juan Carlos 
Blasichi, Nestor Rial y Walter Nogue. 


SEÑOR LAYES.- Pertenezco a la Comisión de ex Obreros de Salto Grande. Nosotros iniciamos un 
reclamo en el año 2006 y ya hemos sido recibidos por esta Comisión. 


El planteamiento que se hizo oportunamente se vio reflejado en una minuta de comunicación del señor 
Diputado Barreiro del Partido Colorado, la que oportunamente fue aprobada primero en la Comisión de 
Legislación del Trabajo y luego en el plenario de la Cámara de Diputados. 


Con posterioridad, los Diputados Goñi Romero, Asqueta Sóñora, Novales aquí presentes y Mañana 
elaboraron otro proyecto de ley que tenemos entendido está a estudio de esta Comisión, pero no ha sido 
tratado. En el mes de octubre solicitamos una audiencia con la finalidad de recibir información sobre ese 
proyecto, que lógicamente es complementario de lo presentado por el Diputado Barreiro que fue solicitar al 
Poder Ejecutivo que contemplara el pago del despido de los francos compensatorios y de las horas extra no 
liquidadas oportunamente, así como licencias y aguinaldos. Este proyecto de ley especificaba concretamente 
la forma de pago y la cantidad de dinero que se podía contemplar como resarcimiento económico a cada uno 
de los obreros y el plazo de cinco años para que se puedan contemplar como máximo de trabajo de cada uno 
de los reclamantes. 


En esa iniciativa también se plantea la conformación de una Comisión con participación de integrantes del 
Banco de Previsión Social y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que sería el que la presidiría, con 


un integrante de la Comisión Técnica Mixta, un integrante de UTE por lo que sería la COMIPAL la cual fue 
absorbida por ese organismo con posterioridad y un integrante de los delegados de los obreros de Salto 
Grande y Palmar. 


A nosotros nos hubiera gustado haber concurrido a este ámbito antes de que se terminaran los plazos para las 
erogaciones por parte del Estado, pero lamentablemente, por una confusión, tengo entendido que se llamó a 
la Comisión de Palmar, esta no concurrió y esto retrasó el proceso. Ese es el motivo por el cual estamos acá. 


SEÑOR RIAL.- Soy ex funcionario de la represa de Palmar. Acepto lo que dijo el señor Layes, pero no 
estaba en conocimiento de que se nos hubiera citado. Siempre que nos convocaron, vinimos. 


No obstante lo que se pueda hacer o no, hoy no debemos tener muchas posibilidades porque los plazos están 
vencidos. Yo nunca utilicé la palabra "reclamo" por ese motivo. En un momento la Comisión de Soriano, de 
la represa de Palmar, habló con el señor Senador Gargano y le planteó la posibilidad de un resarcimiento 
económico para los empleados, porque en aquella oportunidad ningún uruguayo pudo cobrar despido, con 
excepción de uno, que lo hice liquidar yo. Sin embargo, todos los extranjeros cobraron despidos todos, 
habiendo cumplido o no con el plazo reglamentario. Es sabido que para cobrar despido hay que tener más de 
150 jornales, pues hubo gente extranjera que no los tenía y se le pagó igual. Nosotros no tuvimos esa 
posibilidad. Al señor Senador Gargano se le planteó que ese era un muy buen argumento porque cuando 
terminó la construcción de la represa de Palmar la gente de Mercedes quedó un poco desorientada. Asimismo 
se le hizo referencia a algo que bien o mal hizo el Gobierno actual: que a la gente que se fue exiliada se le 
votó una pensión alimenticia de por vida, cierta cantidad de dinero que no sé si viene al caso mencionar en 
este momento; y él aceptó que era verdad. Entonces, me pareció que este era un buen argumento para resarcir 
el mal económico que tiene mucha gente de Palmar y queríamos que saliera antes de octubre porque el 98% 
de quienes trabajamos allí tenemos más de sesenta años. Si el resarcimiento económico viene para 2018, 
también ocurrirá que el 98% no lo va a recibir. 


Es lo que quería expresar; es mi inquietud y creo que mis compañeros de Soriano están de acuerdo con eso. 


SEÑOR GOÑI ROMERO-- Sin duda que este es un tema atípico. No les corresponden las generales de 
la ley en temas de resarcimiento de Derecho Laboral ya que todos los plazos han vencido. Pero la 
gravedad del problema es real. Hubo diferencias muy grandes de tratamiento entre los obreros 
uruguayos y los argentinos, bolivianos o paraguayos que trabajaron en esas obras. Fueron mejor 
tratados y respetados los derechos de los obreros de otros países que los de los obreros uruguayos, y 
ello generó reclamos laborales en su momento, en plena dictadura. 


Finalmente, por presiones, se emitieron algunas resoluciones dando un final de obra permanente desde el año 
1978 a una obra que terminó aproximadamente en 1985. Durante siete años estuvo finalizando la obra de 
Salto Grande, lo cual es un absurdo. Pero esa resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por 
ejemplo evitó, o por lo menos en aquella época logró no cubrir, indemnizaciones por despido que hubieran 
correspondido: en algunos casos hubo gente a la que sacaron de la obra y después la volvieron a tomar. Hubo 
situaciones de todo tipo. Dicho sea de paso, esa resolución no la hemos podido encontrar, salvo en el 
Juzgado, porque en los antecedentes de nuestro proyecto de ley está transcripta. Vale decir que en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no la han encontrado; es cierto que no hemos realizado un pedido 
formal, pero en este tipo de cosas en que uno llama, pide, busca y rebusca, no se ha localizado. Pero que 
existió, existió. 


| Lo cierto es que pasaron los años y nosotros no conocíamos el tema. Supimos de esto en el año 2006 a partir 
de una asamblea que se autoconvocó en una institución en Salto que juntó alrededor de dos mil ex obreros. 
Ellos comenzaron a pregonar sus derechos y a hacer las aclaraciones pertinentes. Han hecho un trabajo muy 
minucioso entrevistándose con todos los que pudieron a nivel del Parlamento y del Poder Ejecutivo. En 
alguna medida según nos dicen la impresión que tuvieron es que todo indicaba que tenían razón. Pero el 
tiempo ha ido pasando y en definitiva no se logró concretar solución alguna 


Por este motivo, hemos resuelto presentar este proyecto de ley acerca del cual se nos ha dicho que presenta 
dos inconvenientes legales, que voy a aclarar. El primero es que esto requiere iniciativa del Poder Ejecutivo 
dado que prevé un gasto por parte del Estado. Esto es cierto. Pero por lo mismo nosotros en el proyecto no 


establecemos una disposición que obligue a pagar; simplemente decimos que autorizamos a que se pague a 
través de Rentas Generales. Después, para que quede conformado alcanza con la voluntad del Poder 
Ejecutivo. Se trata de una técnica que ha sido cuestionada en reiterados períodos legislativos, pero que por 
cierto se ha ido usando. Y quiero citar un ejemplo bien claro. En ese mismo tenor de que no se puede obligar 
a pagar al Poder Ejecutivo tampoco se le puede derogar un impuesto; sin embargo, conjuntamente con el 
Diputado Novales, en el año 2006 presentamos un proyecto de ley a través del que se proponía la derogación 
de impuestos como el IMESI en los combustibles de las estaciones de servicio ubicadas en la frontera. 
Entendimos que era la forma de lograr una competitividad mayor de las estaciones uruguayas. En definitiva, 
estábamos derogando IMESI. Finalmente, la reforma tributaria recogió la iniciativa y autorizó al Poder 
Ejecutivo a rebajar dicho impuesto. De manera que esta Legislatura y este Gobierno son el ejemplo más claro 
de que sí es posible recurrir a la técnica de autorizar al Poder Ejecutivo. No lo estamos obligando y con eso 
salvamos la limitación constitucional. 


El otro aspecto que se ha mencionado es que habría vencido el plazo constitucional el 25 de octubre pasado 
para promover esta erogación eventual. Me tomé el trabajo de traer un recorte del diario "El País", de fecha 
22 de octubre, cuyo título es "El Gobierno aprobará la ley de reparación. Envían proyecto y no existe plazo 
legal para sancionarlo". Dice así: "El Ejecutivo enviará al Parlamento el proyecto de ley de reparación 
integral a las víctimas del terrorismo de Estado, que incluye indemnizaciones económicas y el 'perdón del 
Estado' por lo sucedido en la dictadura". 


Y continúa: "Luego de realizar consultas jurídicas, en el Frente Amplio se considera que esta ley no entra en 
la limitación constitucional que prohíbe votar presupuestos, crear cargos ni determinar aumentos de sueldos y 
pasividades en los doce meses previos a las elecciones.- Eso implica que no habría urgencia para que la ley se 
sancione antes del viernes 25. El Senador Rafael Michelini dijo a El País que el Poder Ejecutivo enviará el 
proyecto a la brevedad". 


Creo que este es un caso idéntico en varios aspectos, hasta por haberse tratado de la dictadura y de una 
reparación de derechos laborales conculcados, obviamente fruto de la etapa que se estaba viviendo. Sin duda, 
en democracia no hubiera habido este tipo de problemas porque los derechos laborales estarían mucho mejor 
protegidos, aun la propia capacidad de reclamo. Si es válido que el Poder Ejecutivo pueda enviar un proyecto 
en estos tiempos después del 25 de octubre para reparar situaciones a víctimas de terrorismo de Estado, 
piénsese que estas personas no son víctimas de terrorismo de Estado pero sí de la fuerza del Estado. De 
manera que la reparación es igual y creemos que les comprende las generales de esta concepción que también 
comparto. No tendría esa invalidez constitucional que se alega por haberse aprobado si se aprueba con 
posterioridad al 25 de octubre. 


Además de estas dos salvedades legales, vamos a decir algo con respecto al proyecto: tiene la virtud de 
establecer una forma de pago, lo cual es muy difícil ya que todas las situaciones son distintas. Piénsese que 
estamos hablando de un universo de cinco mil a seis mil empleados. Creo que todos nos damos cuenta de que 
es imposible analizar los casos uno por uno, con historias laborales que no existían, con la informática que 
recién estaba en ciernes, con dificultades de todo tipo. Lo que sí podemos determinar son los grandes rasgos, 
y por ello hablamos de conformar una Comisión que reciba los reclamos, que dilucide derechos, tiempos de 
trabajo, dónde se trabajó, en qué condiciones, en qué períodos, etcétera. Sabemos que quienes trabajaron 
hasta el año 1978 no tienen posibilidad de hacer ningún reclamo; creo que la fecha es marzo de 1978. 


Estos son todos aspectos que por cierto deben tratarse en Comisión buscando una solución. Esta Comisión ha 
recibido a quienes nos visitan por tercera vez; si existiera necesidad de contar con más elementos el Banco 
Previsión Social a través de su Presidente ha ofrecido los instrumentos y soporte técnico que pueda tener; 
habrá que buscar alternativas. Lo que importa es que el Parlamento se pronuncie, en alguna medida lo hizo al 
votar la minuta de comunicación presentada por el Diputado Barreiro en el sentido de que el reclamo es 
válido; si el Poder Legislativo aprobó una minuta al Poder Ejecutivo que le dice "Envíenos un proyecto", está 
reconociendo la necesidad de saldar la cuenta. Esa voluntad está expresada por parte del Parlamento. Se 
podrá decir que lo que hemos presentado es lo más adecuado, o no, que hay que hacerle ajustes. Es posible, y 
estamos para conversarlo; para esto están los Representantes y me gustaría que expresen su opinión con 
respecto a los montos, a la forma de pago, si les parece poco, si les parece que es mucho, si están de acuerdo 
con los parámetros normales. Creo que se trata de cifras que no son escandalosas para funcionarios que 
trabajaron durante cuatro, cinco, seis años. Cualquiera comprenderá, teniendo en cuenta los sueldos de 
aquella época, que no estamos hablando de situaciones extremas. Piénsese además que si se fuera a hacer 


Justicia exacta con su derecho y con las debidas actualizaciones a través de la Ley_N? 14.500, se estaría 
llegando a una cifra que Uruguay no podría pagar, la sociedad no lo podría pagar. Esto lo va a pagar el 
pueblo; de manera que también tenemos que contemplar ese parámetro. 


Desde nuestra perspectiva lo que proponemos es razonable; el pueblo uruguayo puede hacer el esfuerzo de 
saldar esta deuda a través de sus impuestos y, sin duda, contemplar lo que es un poco de justicia para gente 
que quedó trabajando durante la dictadura, que no fue exiliada, que no estuvo presa, pero que sufrió las 
generales de la ley del trabajo en la dictadura y el trabajo para el Estado, como pasó en estos organismos. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Agradezco a la Comisión por habernos recibido, y saludo a los 
visitantes. 


Como bien se manifestó, varios legisladores hemos trabajado en este proyecto de ley, al que no me voy a 
referir porque ya el Diputado Goñi Romero ha hecho algunos comentarios generales. 


Obra en nuestro poder la versión taquigráfica de una sesión de la Comisión realizada el día 7 de mayo del 
corriente, en la cual ya estuvo presente alguno de los invitados que hoy está aquí. 


Además, hemos trabajado en la posibilidad de que surgiera algún tipo de reparación como se señala en la 
minuta de comunicación del Diputado Barreiro y en el proyecto en cuestión, conocemos la situación, 
sabemos que muchos de los que trabajaron en esas obras se han presentado ante el BPS por la reparación. 
También sabemos fue informado y está en la versión taquigráfica que acabo de mencionar que hay muchos 
ciudadanos uruguayos personas mayores de sesenta y cinco años de edad porque ya están jubiladas a los que 
se les ha reparado no sé sí uso el término correcto, pero importa poco sus haberes jubilatorios y han pasado 
de cobrar un exiguo monto imposible para lograr una subsistencia normal a percibir montos más adecuados, 
según lo trabajado, lo aportado y lo que les corresponde por justicia. Lo que queremos manifestar es que en 
estos meses en contacto con ciudadanos de la franja norte del departamento de Colonia, sobre todo, de Nueva 
Palmira, que aportaron por decenas obreros para la obra de Palmar por inconvenientes obvios que muchas 
veces tienen los organismos estatales, por burocracia o por desconocimiento a veces del propio 
funcionariado, se ha tenido dificultad para hacer el reclamo. No digo que el BPS haya obstaculizado; no lo 
digo, pero probablemente a un ciudadano común, jubilado, o con una compañera, en los momentos más 
difíciles de la vida, en una edad avanzada, a veces sin estudios, sin preparación, sin conocimientos, le resulta 
engorroso presentar la documentación necesaria para hacer un reclamo ante el BPS, enterarse de cómo 
suceden las cosas, poder contratar un profesional, alegar que se tiene que informar y presentarse, por 
ejemplo, reclamando a través de los artículos 27 y 71 de la Ley N* 16.713. Para una persona mayor 
normalmente con poca instrucción y sin asesoramiento reunir todos estos elementos es muy complicado, y 
también es complicado que se entere. Por eso queremos plantear si esta Comisión puede hacer algún tipo de 
gestión ante el BPS, en particular ante su Presidente que ha recibido el acuse de algunos de los reclamos. 
Estamos en la era de la informática, en la que es muy sencillo realizar listados y pasarlos a una computadora; 
en esta era todas las personas están registradas por su nombre, por su dirección, por su cédula de identidad. 
Todos están jubilados por alguna razón aunque no sea esta. Entonces, pensamos en la posibilidad de que a 
través de listados que hoy sí se tienen, el propio BPS realice una comunicación personal los propios invitados 
pueden aportar sus nombres, quiénes fueron los trabajadores de Salto Grande y de Palmar a cada uno de los 
trabajadores sé que va a llevar tiempo, que puede ser difícil; puede ser el día del cobro, en el domicilio, 
etcétera para que se presenten ante el BPS. Este, a su vez, tendría que repartir un instructivo, sobre todo, en 
los pueblos pequeños del interior del país donde no hay gerencias regionales, donde los funcionarios a veces 
no están enterados de algunos de estos instrumentos legales. Si no se hace así, los ciudadanos dependen de 
enterarse por la radio o mediante algún periódico que hay una reunión, a las que concurren poco y las que a 
veces se tildan de ser con carácter político. Estamos aquí para desmentirlo puesto que actuamos legisladores 
de todos los partidos políticos, con la mejor intención de que estos ciudadanos sean reparados. 


En caso de que sea dificultoso aprobar cualquier tipo de proyecto reparatorio, lo inmediato es que los 
ciudadanos jubilados puedan reparar su jubilación. Y la constancia que tenemos es que en el caso de los 
jubilados que ya han accedido a la reparación los montos de las jubilaciones han aumentado en varios miles 
de pesos. Vaya si en sus últimos años de la vida se pudiera lograr aunque sea parte de la reparación, lo que, 
aunque injusta por no ser total, podría solucionar la vida a muchas personas. 


Gracias. 


SEÑOR MELGAREJO.- Quiero dejar clara mi posición respecto de este asunto. 


Yo vine sabiendo a quiénes recibiríamos para tratar un tema que no data de esta Legislatura, sino que viene 
de muy atrás. Conocemos situaciones relacionados con los avatares que han tenido estos trabajadores desde 
el momento en que se jubilaron hasta ahora. Creemos que los reclamos son de estricta justicia. Recuerdo 
haber estado en Sala cuando se votó esta minuta expresando la voluntad de la Cámara de que el Poder 
Ejecutivo elevara un proyecto para su tratamiento. 


Quiero dejar claro que en esta Comisión soy un Diputado suplente y, por lo tanto, recién sé de la existencia 
del proyecto y de que hoy se iba a tratar, ya que ello no figuraba ni siquiera en el orden del día. Agradezco a 
Secretaría que me lo haga llegar. 


Es importante que esto se siga tratando, conversando, analizando cómo buscamos los caminos para tratar de 
que las reivindicaciones de tantos años no terminen, como se dijo, en que el 98% venga a tratar de resarcirse 
de esto dentro de una cantidad de años cuando, quizás, los trabajadores ya no estén para poder disfrutarlo. 


No abrir posición sobre el tema era un poco estar como perro en cancha de bocha, desconociendo la 
situación. Yo no lo desconozco; sí desconozco el proyecto y no sabía que se lo mencionaría en el día de hoy. 


SEÑOR ARREGUL.- Nosotros nos enteramos en el día de hoy, gracias a la información del Diputado 
Novales, que iba a venir una delegación de Palmar y de Salto Grande para tratar este asunto, que a 
nosotros nos toca mucho porque la mayoría de los trabajadores de Palmar pertenecen a nuestro 
departamento de Soriano. 


Hemos participado en reuniones y asambleas muy grandes que han estado organizado a los efectos de 
formular reclamos que son muy legítimos, muy necesarios. Como se dijo, con total justicia y razón, a veces 
las edades biológicamente no ayudan mucho en cuanto a los tiempos de espera. Nosotros participamos no sé 
si con tres, o con dos, vecinos de Palmar en una reunión realizada en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Allí se mostró en uno de los aspectos que se reclaman, en el jubilatorio, muy buena voluntad para 
analizar qué se puede hacer para reconocer todo lo que no quedó registrado en el BPS para mejorar las 
pasividades correspondientes. 


Recién escuchaba al Diputado Asqueta Sóñora, y creo que sería importante tener alguna comunicación con el 
BPS a los efectos de facilitar los aspectos burocráticos porque, muchas veces, por más buena disposición que 
haya por parte de las autoridades, después, cuando se va a realizar el trámite en ventanilla, el funcionario 
conoce poco de la temática. Por tanto, es necesario instruir bien al funcionariado, buscar algún canal directo 
de especialización en el tema, para plantear las situaciones con más sencillez. Esto me parece muy bien. | 
Supongo que la Comisión, oportunamente, estudiará y analizará el proyecto que se ha presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros estamos tomando conocimiento en este momento de este proyecto de 
ley. El señor Diputado Goñi Romero ha explicado suficientemente que no estamos en condiciones de 
darle tratamiento. Lo haremos en su oportunidad. La delegación ha sido invitada a partir de una nota 
que dice: "El motivo de nuestro planteo se refiere a nuestra intención de recomponer una situación de 
total injusticia que acarreamos desde hace más de 30 años (...).- Con el objetivo de ampliar los 
diferentes puntos del planteo y esperando sea atendida nuestra solicitud (...)". Es decir que este era el 
objetivo. 


En su momento, la Comisión recibirá en forma oficial el proyecto de ley y le dará el tratamiento 
correspondiente, analizando los alcances constitucionales, pero para ello es necesario que haya un quórum 
mínimo y que esté agendado en el orden del día. En esa instancia, también contaremos con la participación de 
los señores Diputados involucrados, que hoy nos han dado un buen informe. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- El señor Presidente dice que oportunamente la Comisión recibirá el 
proyecto de ley; sin embargo, el Repartido N” 1377, Carpeta N” 2824, es del 10 de setiembre de 2008 y 
está en la Comisión de Seguridad Social. No sé si habrá habido algún problema de Secretaría que ha 
impedido que ustedes recibieran el proyecto, pero nosotros lo tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede que no tenemos quórum ante la falta de los Representantes del 
Partido Nacional y del Partido Colorado. Solamente estamos presentes dos miembros de la Comisión, 
el señor Diputado Melgarejo, del Frente Amplio, y quien les habla. 


Por otra parte, de acuerdo con el orden del día de hoy, recibiríamos a dos delegaciones ustedes son la segunda 
y, luego, teníamos para resolver tres pensiones graciables y la modificación de un decreto-ley sobre un 
régimen de aportes a la seguridad social, lo que tampoco podremos tratar por la falta de quórum. Esperamos 
que cuando el proyecto de ley figure en el orden del día, se alcance el quórum necesario para discutirlo. 


SEÑOR LAYES.- En base a lo que manifestó el señor Diputado Goñi Romero, quería manifestar que 
las cifras que se manejan en ese proyecto de ley que hoy ha llegado a conocimiento de los Diputados del 
Frente Amplio equivalen a 36 Bases de Prestaciones y Contribuciones, BPC. Estos valores surgieron en 
función de que, como Comisión de ex Obreros de Salto Grande, hicimos un análisis de lo ganado por 
cada obrero, por categoría, año por año. Efectivamente, este fue un trabajo engorroso de realizar. Y 
después, se sumaron los obreros de Palmar; como las obras se hicieron casi simultáneamente si bien 
son obras distintas porque una es binacional y la otra, nacional y los valores de sueldos eran los 
mismos, servían tanto los de una como los de la otra a los efectos de analizar el resarcimiento 
económico para ambas. Los valores que han presentado en ese proyecto de ley satisfacen en grande 
nuestro anhelo de que se pueda concretar una cifra válida para los compañeros. 


Por otra parte, también se proponen períodos para el resarcimiento. La idea es que se pague un 50% de lo que 
corresponde a cada uno en una cuota inicial y el resto, en cuotas de tres BPC por mes. Esto permitirá 
disfrutarlo a muchos de los compañeros, pero quizás, en esos dos años y medio, haya un porcentaje muy 
grande que ya no pueda hacerlo, por las edades. 


Entonces, los valores y los plazos de pago que se establecen en el proyecto, para nosotros son más que 
aceptables. 


Cabe señalar que los obreros de Saldo Grande tenemos algunas diferencias con respecto a los de Palmar 
porque poseemos un certificado de trabajo en el que consta lo que ganó cada uno, año por año, lo que permite 
saber exactamente su fecha de inicio y de cese, así como su categoría. En el caso de los obreros de Palmar, 
solo algunos lo tienen, y otros poseen un certificado que expresa simplemente que trabajaron, por ejemplo, 
como oficiales carpinteros desde el 3 de febrero de tal año hasta el 3 de diciembre de cual año, pero allí no 
figura lo aportado ni lo ganado. 


Además, nos complacería que se pudiera formar la Comisión que se señala en el proyecto de ley, con la 
finalidad de ir adelantando trabajo, porque si esperamos a que se conforme y pasen seis meses más de 
análisis, entre que se conforma la Comisión y los cien días de plazo para inscribirse que se da a aquellos que 
no lo hubieran hecho, el plazo se irá corriendo cada vez más. Los análisis que hemos hecho permitirían 
acelerar el trámite de conformación de esa Comisión con los delegados que haya por parte de los obreros y 
ganar tiempo, más que nada por ganarle a la vida, ya que muchos de nosotros sabemos que no podremos 
llegar a gozar de esto. De todas maneras, el proyecto de ley ampara a la esposa y a los hijos de cualquier 
edad; es decir que aquellos que no pudieron disfrutarlo durante el proceso de trabajo, lo podrán hacer ahora o, 
de lo contrario, su esposa y sus hijos. 


SEÑOR RIAL.- El señor Diputado Arregui ha estado en varias reuniones con nosotros y yo he dicho 
hasta el cansancio que a mí me consta que todos los aportes del BPS por la obra de Palmar fueron 
hechos. Digo esto porque yo era encargado de la oficina de personal, que era donde se hacían los 
aportes, y están por los sesenta y cinco meses que duró la obra. No sé qué rumbo tomó eso, pero les 
explico que los obreros de Palmar, tanto los que trabajamos de principio a fin como los que trabajaron 
menos, cobrábamos unos aguinaldos que ni soñábamos ni se sueña ahora, y si el aporte no se hubiese 
realizado, los aguinaldos no se habrían podido cobrar. La gente que se accidentaba y que se enfermaba 
cobraba unos seguros fabulosos. 


Reitero que los aportes por los sesenta y cinco meses que duró la obra están. No sé dónde está el error que 
hace que paguen $ 4.000 a gente que no debería cobrar menos de $ 12.000 o $ 13.000, ya que los 


trabajadores de Palmar y los de Salto Grande teníamos salarios similares. Yo no sé liquidar jubilaciones, pero 
a los que van a estudiar este tema, les aseguro que los aportes están, así que hagan hincapié en eso. 


SEÑOR NOGUE.- Hace ya cuatro meses estuve en el Banco de Previsión Social tratando de localizar lo 
que tanto algunos de Salto Grande como nosotros desconocemos. Los de Palmar desconocemos 
totalmente dónde están las cosas. Pero cuando estuve en la Caja, una persona que trabaja ahí hace 
muchísimos años me informó que todo lo que tenía la famosa Caja 17 estaba en Archivo en el BPS; que 
no nos hiciéramos ningún tipo de problema, que las personas indicadas, es decir, de Gerencia para 
arriba, lo solicitaran y fueran directamente a la oficina de Archivo, donde lo de Palmar está todo 
documentado. 


SEÑOR LAYES.- Con respecto a los aportes, nosotros hemos manejado la información que figuraba en 
el Contrato "SG-01", que era el de la empresa constructora de Salto Grande en ese proyecto, y todas 
las cargas sociales de los obreros, nunca las aportamos nosotros, sino la CTM, la Comisión Técnica 
Mixta. Como se puede apreciar en la documentación que entregamos, debajo de los certificados de 
Salto Grande dice: "De acuerdo al Contrato SG-01; Anexo II, Estatuto Laboral 3.B. no efectuamos 
retención por Montepío". Quiere decir que todas nuestras cargas sociales de Salto Grande las aportaba 
la CTM y se aportaron mes a mes. Como dijo el señor Rial, todos nosotros cobramos los aguinaldos y 
todos los compañeros que estuvieron accidentados tuvieron su cobertura y aquellos que fallecieron 
también cobraron su cobertura por fallecimiento en el Banco de Seguros. Esto quiere decir que esos 
aportes fueron hechos oportunamente. 


Quizás lo nuestro tenía una connotación y una derivación que no puedo apreciar con justicia, pero sí puedo 
decir que los valores que se cobraban en aquellos años por aguinaldos y licencias eran extraordinarios, eran 
cifras realmente abultadas. Sí les podemos decir que se calculaba sobre un valor de ocho horas, de lunes a 
viernes, y cuatro, los sábados, es decir, sobre un régimen de 44 horas y no de 84, que era lo que 
trabajábamos. Y en la documentación que entregaba la empresa constructora al Banco de Previsión Social 
cuando pasábamos al seguro de paro, aparecía una cláusula estableciendo que se había contemplado un 
régimen de 44 horas semanales. Quiere decir que sobre las horas restantes no se calculaba licencia, aguinaldo 
ni los seguros de paro que se pagaron oportunamente. Sin embargo, hasta 1977, que fue cuando en Salto 
Grande se pagó despido a todo aquel que se retiró, se pagaba sobre el total de 84 horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay algo que no me quedó claro. ¿No aparecieron los aportes en el BPS de 
los compañeros suyos que se jubilaron? 


SEÑOR RIAL.- Aparecer tiene que aparecer. Yo tuve la suerte o la desgracia de pagar muchísimos 
sueldos durante los sesenta y cinco meses meses y me consta lo que cobraba la gente. Hay mucha gente 
con cuatro y cinco años de trabajo en Palmar que está cobrando menos de $ 4.000 de jubilación. Eso no 
puede ser así, porque se cobraba muchísima plata. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero ¿han aparecido los aportes? Porque las jubilaciones pueden ser más o 
menos, porque son un promedio de lo ganado. 


SEÑOR RIAL.- Hace tres meses que me jubilé. Hace un año rechacé la jubilación porque me dieron 
$ 3.000. Les dije que no, porque yo en Palmar ganaba mucha plata. Los apuré un poco y ahí apareció 
lo de Palmar, y me triplicaron la jubilación. Esto sucedió en mi caso particular, pero de 5.660 obreros 
no puede beneficiarse solo Rial. Si está mi caso es porque están todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Hay dos elementos en este planteo: los despidos no cobrados y las 
reliquidaciones de quienes ya están jubilados. 


SEÑOR LAYES.- Los reclamos eran los francos compensatorios de las horas extra no liquidadas sobre 
licencia y aguinaldo, que se mencionan en el proyecto de ley. Esos son los fundamentos del reclamo. 


Con respecto al ajuste de las jubilaciones, el Banco de Previsión Social nos citó hace cuatro o cinco meses 
para informarnos de que el Banco había analizado 2.166 inscripciones de los 5.000 que éramos, y ahí nos 


entregaron un listado de gente: había 850 compañeros que tenían derecho a hacer ese ajuste. Aparecen 
compañeros que trabajaron en Palmar, en Salto Grande, en todo el desvío que se hizo de la Ruta N” 3, que 
correspondía al proyecto de Salto Grande, y en la reubicación de las viviendas de Belén y Constitución, Plan 
BECON, también de ese proyecto. 


Entonces, si encontraron lo de Rial y lo de los otros 850, van a aparecer los otros; lo que no sabemos es 
cuánto tiempo llevará analizar los demás. Pero igualmente tenemos entendido que se está haciendo ese 
trabajo, y el Banco de Previsión Social debería hacer alguna comunicación real a todas las sucursales. A un 
compañero de Molles que me llamó ayer el funcionario le dijo que no le correspondía ampararse en la Ley 
N? 18.355, que era una ley nueva que salió para la construcción. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Cuando manifesté que había una lista de personas, no tenía 
conocimiento de que eran 851, como dijo el señor Layes. Extraoficialmente hemos recibido 
información de que una especie de macro lista había sido depurada. El señor Layes se refirió a 4.000 
personas, pero indudablemente hay más todavía para revisar porque hubo más obreros. 


Entonces es con alegría que recibo este número, y reitero que lo que sabía era que el BPS estaba procesando 
información y que había alguna lista de personas, y eso es lo que quise decir cuando expresé que tal vez estas 
851 personas pudieran ser notificadas personalmente, porque son todas pasivas, están todas registradas con 
cédula de identidad, y en los primeros diez días de cada mes concurren a la ventanilla de algún lugar a cobrar 
su jubilación. 


Sabía que en la lista había gente de Palmar, que son los que corresponden a mi departamento, porque algún 
ciudadano nos manifestó que en el BPS ya le informaron que su caso está siendo analizado para una 
reconstitución de sus haberes jubilatorios. O sea que esperemos que se concrete cuanto antes el traspaso de 
información a las sucursales del BPS, sobre todo, a las de los pueblos más pequeños del interior, para que las 
personas se puedan informar. 


SEÑOR LAYES.- Solicito a la Comisión que cuando se considere este proyecto de ley nos mantenga al 
tanto de su grado de aprobación a efectos de que podamos hacer alguna otra gestión, que seguramente 
deberemos realizar, porque el trámite no termina acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley se va a tratar, no en el día de hoy: quedará para ser 
incluido en el orden del día de una próxima sesión. Obviamente, les vamos a comunicar las 
resoluciones que se adopten en su momento. 


Ahora bien: estamos en condiciones de comprometernos a cursar nota al BPS para que instruya a todas las 
sucursales del interior ante los errores que se están suscitando en algunos lugares, no vamos a pensar que por 
mala voluntad sino, probablemente, por falta de pericia o de conocimiento por parte de los funcionarios. 


En la sesión en que tratemos este proyecto de ley, seguramente contaremos con la presencia como invitados 
de los Diputados involucrados en esta iniciativa. 


SEÑOR BLASICHI.- Quiero decir que hay anotadas unas mil ochocientas personas. Hay otras 
personas que se quieren anotar, pero piensan que esto no va a salir. Cuando yo empecé a hacer las 
primeras reuniones, iba mucha gente, pero siempre pasa que se quieren las soluciones ya y ustedes que 
están en el Parlamento saben que las cosas no se hacen así; esto lleva tiempo, estudio y un tramo de 
burocracia. 


Yo les pido que estudien bien este proyecto que elaboraron los Diputados Goñi Romero, Asqueta Sóñora, 
Novales y Mañana, porque creemos que es viable. Uno que ya vivió, quiere a Palmar; sufrimos muchas cosas 
y lo que ahora pedimos es lo de nosotros. Si fueran a pagar lo que realmente se debe, sería una cifra muy 
abultada; por lo tanto, los Diputados buscaron la vuelta con este proyecto de ley para que, por lo menos, se 
contemplara lo que nosotros estamos pidiendo. 


SEÑOR NOVALES.- Quisiera agradecer al señor Presidente y a los miembros de la Comisión por 
haber recibido a la delegación de ex obreros de Palmar y Salto Grande. Estamos convencidos de que 


plantean un justo reclamo; reconocemos que esta es una más de las injusticias cometidas por la 
dictadura militar. 


Creo que esta ha sido una reunión muy positiva, porque lo que se está logrando mediante actividades 
particulares es que cada jubilado se presente al BPS y consiga que le reconstruyan su jubilación. Pienso que 
es muy positivo el compromiso que ha hecho el señor Presidente de comunicarse con el BPS, de acuerdo con 
la sugerencia del Diputado Asqueta Sóñora, para que espontáneamente el Banco comunique a sus sucursales 
quiénes son las personas a las que hay que reconstruir su jubilación de oficio, de manera que no tenga que ir 
cada uno, en la medida en que se entere, porque la mayor parte de la gente no se entera. 


Otra cuestión muy positiva, que creo que todos agradecemos al señor Presidente de la Comisión, es que este 
proyecto de ley empiece a ser tratado en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la presencia de nuestros 
invitados. 


(Se retiran de Sala los ex trabajadores de las represas de Salto Grande y Palmar) 
——- Propongo que pasemos a considerar la pensión graciable del señor Juan María Lucio Muniz. 


En lo personal, luego de haber leído y estudiado el informe de la Comisión Especial del Ministerio de 
Educación y Cultura y en virtud de que esta se pronunció de manera favorable en este sentido, voy a 
acompañar esta iniciativa. 


SEÑOR MELGAREJO.- Considero que los argumentos expresados en el informe son suficientes como 
para acompañar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con la designación de 
quien habla como miembro informante. 


(Se vota) 


Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración la pensión graciable para el señor Aníbal Barrios Pintos. En este caso debo hacer las 
mismas consideraciones que para el caso anterior. 


SEÑOR MELGAREJO.- Se trata de uno de los historiadores montevideanos más reconocidos; el 


pueblo de Montevideo, el Gobierno departamental, tiene en su patrimonio mucho material suyo, por lo 
que entiendo que son justificadas las razones por las cuales se propone esta pensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con la designación 
del señor Diputado Bianchi como miembro informante. 


(Se vota) 


Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración la pensión graciable para el señor Alberto Salvador Martines. 


En lo personal y luego de estudiar el informe de la Comisión Especial que da luz verde a esta iniciativa, voy a 
apoyar este proyecto de ley. 


SEÑOR MELGAREJO.- Quiero dejar constancia de que hago fe en lo que el señor Presidente ha 
señalado acerca del estudio que realizara la referida Comisión Especial. Por lo que se establece en el 


informe, se cierra una etapa de un grupo de gente vinculada a glorias deportivas en pelota vasca. Por 
este motivo, también vamos a acompañar esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con la designación 
del señor Diputado Melgarejo como miembro informante. 


(Se vota) 


Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración el "Régimen de Aportes a la Seguridad Social en la Industria de la 
Construcción. (Modificación del inciso tercero del artículo 3" del Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto de 
1977: 


De acuerdo con el desarrollo de la industria de la construcción y con nuevas técnicas que han ido 
apareciendo, en este proyecto de ley se propone que se pase a realizar los aportes por industria y comercio. 
Hay situaciones que si bien son complementarias, se van escapando de lo que atañe específicamente a la 
industria de la construcción. Muchas veces las leyes aparecen después de que se dan en la realidad 
determinadas situaciones; el caso de este ajuste en el régimen de aportes a la seguridad social de la industria 
de la construcción está marcado por una necesidad. Por lo tanto daremos nuestro voto afirmativo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con la designación de quien habla como miembro 
informante. 


(Se vota) 


Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


